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CONSEJO DE ESTADO
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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Accede, condena. Caso privación de la libertad de dos soldados en ataque guerrillero en el caserío conocido como Coredó del Municipio de Juradó, departamento del Chocó / DAÑOS CAUSADOS A SOLDADOS CONSCRIPTOS - Infante de marina / DAÑOS CAUSADOS A MIEMBROS DE LA FUERZA PÚBLICA CON OCASIÓN DEL CONFLICTO ARMADO - Retención o privación de la libertad de soldados por grupo al margen de la ley en enfrentamiento militar / PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD POR MOTIVOS RELACIONADOS CON EL CONFLICTO ARMADO - Denominación o categoría de Derecho Internacional de los derechos humanos aplicable a retención de combatiente / REHÉN / ROMPIMIENTO DE LAS CARGAS PÚBLICAS - Daño generado a los soldados conscripto no estaba en la obligación de soportar / INCUMPLIMIENTO DE PRINCIPIO DE PRECAUCIÓN Y PREVENCIÓN EN ACTUACIÓN U OPERATIVO MILITAR - Remisión de soldados sin preparación técnico militar. Condiciones de hostilidad / HECHO NOTORIO - Orden público con hostilidad en zona de operativo militar. Presencia de grupo guerrillero
En cuanto a la imputabilidad del daño a la parte demandada, la Sala encuentra demostrado el daño consistente en haber sido tomados como detenidos en razón del conflicto los ex infantes de marina (…), quienes prestaban el servicio militar obligatorio en la Armada Nacional y que pertenecieron al grupo atacado el 16 de enero de 1997, por aproximadamente 300 integrantes del frente 57 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-FARC-EP, en circunstancias que apuntan a una omisión de las medidas de seguridad, prevención y precaución ante operaciones de alto riesgo, (…). [Así, prosiguiendo] con las declaraciones, se indicó que las autoridades a cargo del grupo de infantes (los comandantes de puesto y de patrulla) fueron oportunamente alertados de la presencia guerrillera en el área y estando en el sitio, el comandante fue advertido mediante comunicación por radio cuando llegaron a Coredó y no obstante, los superiores no retiraron del lugar a los subordinados sino que les ordenaron proseguir con la misión, en vano sabían lo que podía sucederles y el resultado fue librado prácticamente al azar, con las nefastas consecuencias ya conocidas (…). El hecho de que los actores hayan sido enviados sin la suficiente preparación técnico-militar y a expensas de enfrentar un combatiente del que habían sido previamente informados que los superaba en número y por contera en armas, no era una obligación que como soldados conscriptos, estuvieran en la obligación de soportar y, por tanto, compromete la responsabilidad del Estado, en los términos del artículo 90 constitucional.
FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTÍCULO 90
REPARACIÓN INTEGRAL EN DERECHOS HUMANOS - Historia / REPARACIÓN INTEGRAL EN EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO - Precedentes
La historia de la reparación integral, su incorporación a las normas de obligatorio cumplimiento a los Estados y al caso colombiano podría resumirse en cuatro momentos: (i) su tránsito entre lo político y lo jurídico en el derecho internacional de los Estados como normas a que se sometieron los Estados asociados tras la primera mundial; (ii) su aplicación en un caso entre dos Estados sometido a la jurisdicción de una corte internacional; (iii) su transmutación hacia el campo del derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario tras la segunda guerra mundial; (iv) su proceso de expansión e incorporación en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y en el derecho colombiano. (…) El que puede considerarse como el primer precedente internacional en que se emplearon nociones relativas a la “reparación” por parte de un órgano jurisdiccional internacional ocurrió en 1927 cuando la Corte Permanente de Justicia Internacional aplicó el concepto de “reparación adecuada”, en el “Caso de la Fábrica de Chorzow”, entre Alemania y Polonia, en virtud del cual este último no podía expropiar las empresas alemanas en ese país sin la debida reparación de los daños causados. Aquí por vez primera, el concepto de reparación tuvo su fuente en los principios internacionales de derecho aceptados por los pueblos (normas de ius cogens) y no en un pacto preexistente. (…) [L]a reparación tenía un componente pecuniario enfocado a la indemnización por daños sufridos por personas jurídicas de distintas naciones, más no así, bajo el tamiz de la reparación de a los derechos humanos como lo entendemos hoy. (…) Tras la segunda guerra mundial el concepto de reparación afrontó el dilema entre una justicia imperfecta o la impunidad sobre los crímenes cometidos, toda vez que la tipificación y sanción de tales conductas a título individual como de lesa humanidad ocurrió después de cometidas las mismas. (…) Terminada la Segunda Guerra Mundial, el concepto de reparación sufre un proceso de significativa expansión, codificación, universalización y localización de sus preceptos mediante la celebración de tratados universales y regionales de derechos humanos, así como la constitución de Tribunales Internacionales de Derechos Humanos y la Creación de la Corte Penal Internacional.
PAUTAS INTERPRETATIVAS Y APLICACIÓN DE ESTÁNDARES DE REPARACIÓN INTEGRAL POR VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS – Casos / PAUTAS INTERPRETATIVAS Y APLICACIÓN DE ESTÁNDARES DE REPARACIÓN INTEGRAL POR VIOLACIÓN DE DERECHOS HUMANOS - Medidas indemnizatorias, medidas de rehabilitación, medidas de restitución, medidas de satisfacción y de no repetición / DERECHOS Y GARANTÍAS A VÍCTIMAS DE VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS Y DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO - Compromiso de los Estados parte
En los 16 casos que a la fecha de esta sentencia ha fallado la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre Colombia, se han consolidado una serie de pautas interpretativas y de aplicación de estándares de reparación integral de las violaciones de derechos humanos, pudiendo destacarse las siguientes medidas que desde entonces se han adoptado: (…) Medidas de reparación indemnizatorias con base al principio internacional de la obligación de reparar de los Estados y fundamentadas en el artículo 63.1 de la C.A.D.H. y el caso de la Fábrica de Chorzow (Caso Caballero Delgado y Santana Vs. Colombia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de enero de 1997. Serie C No. 31. Párrafo 15). (…) Presunción probatoria de la afectación por perjuicio moral con base a los vínculos de parentesco con fines de reparación indemnizatoria e interpretación del concepto de reparación integral como derecho de gentes (Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 noviembre de 2002. Serie C No. 96. Párrafos 37 y 55). (…) Reparación integral en alusión al daño inmaterial mediante compensación de dos maneras: como indemnización pecuniaria y como actos u obras de repercusión simbólica; y obligación de reparar adecuadamente como principio de derecho internacional (Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. (…) Reparación integral como medidas que van más allá de la indemnización monetaria, exigiendo también medidas de rehabilitación (becas educativas), satisfacción y garantías de no repetición (instalación de placas conmemorativas en el lugar de trabajo de la víctima y la publicación de la sentencia en televisión institucional del Estado) (Caso Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. párr. 277-280). (…) Reparación integral incorporando medidas de restitución consistentes en garantizar el retorno de las víctimas de la vulneración de sus derechos a Colombia salvaguardando su integridad plena; (…) (Caso Vélez Restrepo y familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 2012 (…) Hoy por hoy, la reparación integral forma parte de aquel conjunto de principios y normas que integran el corpus iuris del derecho internacional de los derechos humanos, del derecho internacional humanitario y del denominado derecho de gentes, siendo disposiciones de obligatoria observancia por los Estados y sus autoridades. De ahí que las Naciones Unidas haya aprobado poco más de una década, los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA
SUBSECCIÓN B
Consejero ponente: STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO (E)
Bogotá D. C., treinta (30) de agosto de dos mil dieciocho (2018).
Radicación número: 27001-23-31-000-1999-00677-01(21683)A
Actor: WALTHER ADOLFO CABRERA VALDÉS Y OTROS

Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - ARMADA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Le corresponde a la Sala decidir sobre el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de 15 de mayo de 2001, por medio de la cual el Tribunal Administrativo del Chocó, Sala Segunda de Descongestión de Medellín negó las suplicas de la demanda, providencia que será revocada. 
SÍNTESIS DEL CASO 

El 16 de enero de 1997, los infantes de marina Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa, quienes prestaban su servicio militar en la Armada Nacional Colombiana, en la base militar de Juradó-Chocó fueron enviados al caserío de Coredó. Cerca de las 5:30 de la mañana, se inició un ataque perpetrado por un grupo perteneciente al frente 57 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-FARC, EP., al que no pudieron hacerle frente dado que no contaban con el arsenal necesario, ni con el apoyo suficiente para contrarrestar la ofensiva, pese a haber sido avisados de la inminencia del mismo y su inferioridad numérica. Tras los combates, los actores fueron “privados de la libertad por motivos relacionados con el conflicto armado"
.
ANTECEDENTES 
I. Lo que se demanda.

1. El 13 de enero de 1999, los ex infantes Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa, con sus respectivos grupos familiares presentaron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa en contra de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, con el objeto de que se declarara patrimonial y extracontractualmente responsable y se le condenara a indemnizar los perjuicios causados con ocasión de las lesiones y la retención ilegal que debieron soportar en virtud de los hechos del 16 de enero de 1997. Al respecto, formularon las siguientes pretensiones (f. 1-15, c. 1):

CAPÍTULO I.-DECLARACIONES Y CONDENAS.

Declárese a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional solidaria y administrativamente responsable de todos los daños y perjuicios, materiales y morales causados a los demandantes, ocasionados con el secuestro de los infantes de marina, Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo en hechos ocurridos el día 16 de enero de 1997, en el sitio conocido como Coredó, jurisdicción del Municipio de Juradó Chocó, cuando un grupo guerrillero, pertenecientes a las FARC, asaltó el campamento donde acampaban los infantes, matando a 3 cabos, hiriendo a 8 soldados y secuestrando a otros 10, pertenecientes al Batallón de Fusileros #6 de Infantería de Marina.

Como consecuencia de la anterior declaración háganse las siguientes o similares condenas:

A) POR PERJUICIOS MORALES.

A.1-Condénese a la NACIÓN COLOMBIANA, MINISTERIO DE DEFENSA, ARMADA NACIONAL a pagar el valor en pesos colombianos, según certificación del Banco de la Republica a la fecha de la sentencia, [el] equivalente a DOS MIL GRAMOS ORO FINO, (2.000) a las personas que más adelante se indican o a quienes sus derechos representen al momento del fallo:

PRIMER GRUPO FAMILIAR 

1-WALTHER ADOLFO CABRERA VALDÉS-secuestrado-

2-JUAN ADOLFO CABRERA Y MARÍA ERIKA VALDÉS BURBANO-padres-

3-JEFFERSON CABRERA VALDÉS

4-CLAUDIA PATRICIA VALDÉS VALDÉS

5-MARIA EUGENIA VALDÉS VALDÉS 

6-HAROLD WILSON VALDÉS VALDÉS-hermanos-

SEGUNDO GRUPO FAMILIAR

1-JHON JAIRO CAICEDO, soldado secuestrado

2-GLORIA BOSSA-madre-

3-HUMBERTO GUTIÉRREZ-padre de crianza 

4-MARIA CLAUDIA VALENCIA BOSSA

5-DANIEL VALENCIA BOSSA

6-JAIME CAICEDO-hermanos

B.-PERJUICIOS MATERIALES:

a) DAÑO EMERGENTE 

Consistente en las sumas de dinero que pericialmente se establezcan como el valor que deba pagarse al infante de marina secuestrado WALTHER ADOLFO CABRERA V. en razón al tratamiento médico que debe seguir, a fin de mejorar su visión que se vio disminuida como consecuencia del trauma sufrido en el ataque guerrillero de que da cuenta este libelo, y las sumas a pagar por concepto de tratamientos psicológicos que deba seguir.

SUBSIDIARIAMENTE:

 A falta de bases suficientes para la fijación o liquidación matemático-actuarial de los perjuicios materiales en cada una de las anteriores pretensiones, el H. Tribunal los determinará por razones de equidad, en el equivalente en pesos a la fecha de ejecutoria de la sentencia de cuatro mil gramos (4.000) oro, de conformidad con lo reglamentado por los artículos 4o. y 8o. de la Ley 153 de 1887, así como el artículo 107 del Código Penal.

D) POR INTERESES: se debe a cada uno de los actores o a quienes sus derechos representen al momento del fallo, los intereses que se generen desde la fecha de ejecutoria de la sentencia.

De conformidad con el art. 1653 del Código Civil, todo pago se imputará en primer lugar a intereses se pagaran intereses comerciales, y transcurridos 6 meses los de mora.

E) CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA:

Los demandados darán cumplimiento a la sentencia dentro de los treinta 30 días siguientes a la fecha de ejecutoria, conforme con lo dispuesto en los arts. 176, 177, 178 del C.C.A. 

2. Las anteriores pretensiones fueron elevadas por los dos grupos familiares de los infantes detenidos en razón del conflicto: el primero, conformado por los padres y hermanos de Walther Adolfo Cabrera Valdés y el segundo grupo familiar, integrado por los padres y hermanos de Jhon Jairo Caicedo, quienes adujeron padecer todo el peso de ese suceso, que los ha dejado postrados en el dolor del que aún no han podido recuperase (f. 1-3, c. 1).
3. Los hechos que dieron lugar a la demanda se retrotraen al 16 de enero de 1997, cuando los hoy demandantes fueron enviados en una patrulla compuesta por 3 suboficiales y 18 infantes de marina al caserío de Coradó, municipio de Juradó, Departamento del Chocó y fueron atacados en ese lugar por la guerrilla de las otrora Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-FARC-EP, (en adelante FARC).
4. Asegura la parte demandante que, contrario a las lógicas preventivas sobre no pernoctar prolongadamente en un solo lugar, así como las alertas que les hicieron los pobladores y el alcalde del municipio de Coredó sobre que se dirigían hacia un número superior de insurgentes, se les ordenó continuar con el operativo, situación agravada por el estado obsoleto de su armamento y equipo de comunicación que no servía, lo que permitió que fueran reducidos fácilmente pese a que prestaron resistencia por espacio aproximado de 5 horas, hasta que se produjo su rendición. Esta desventaja produjo consecuencialmente la muerte de 3 integrantes de la patrulla, 8 heridos que fueron dejados en el lugar por la guerrilla y 10 más que fueron detenidos en razón del conflicto armado por parte de los alzados en armas.
5. Los actores permanecieron privados de su libertad en poder las FARC por espacio de 5 meses hasta que se produjo su liberación. Sin embargo, la anterior situación se presentó por los errores arriba descritos y por la omisión en la obligación de protección de la vida de las personas, incluida la de sus propios agentes, daño que consideran le es imputable a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, a título de falla del servicio.
II. Trámite Procesal.
6. El 23 de junio de 1999, la Nación-Ministerio de Defensa Nacional contestó la demanda en la que se opuso a la totalidad de las pretensiones. Al respecto, manifestó que en el caso examinado se presentó el hecho de un tercero, el riesgo propio del servicio y la inimputabilidad del daño (f. 34-38,39-43, c. 1). Agregó que la demanda carecía de fundamento jurídico, toda vez que no se demostró la responsabilidad del ente demandado bajo ninguno de los regímenes establecidos legal y jurisprudencialmente en Colombia, a saber, el artículo 90 de la Constitución  Política de Colombia (f. 40, c. 1).

En este caso, expresa, podrá demostrarse que el daño no es antijurídico, puesto que el soldado Infante de Marina está obligado Constitucional y legalmente a prestar el servicio y hoy en día estar secuestrado por la guerrilla constituye la materialización de un riesgo propio del servicio militar, y de ser antijurídico no es imputable a la demandada (…).

7. Mediante sentencia del 15 de mayo de 2001, el Tribunal Administrativo del Chocó, Sala Segunda de Descongestión de Medellín, negó las suplicas de la demanda. Al respecto, adujo que con las pruebas aportadas al proceso se demostró que los infantes de marina Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa fueron retenidos el 16 de enero de 1997 por acción de las FARC, quienes por la superioridad numérica y el factor sorpresa lograron dar de baja al primer y segundo comandante, de manera que el hecho dañoso por el cual se demandó era imputable a la guerrilla de modo único y exclusivo (f. 214-230, c. ppl.).
8. El 4 de julio de 2002, la parte demandante interpuso y sustentó el recurso de apelación contra la sentencia del 15 de mayo del 2001. En su sentir, de los medios de prueba practicados en el proceso resultaba probada la falla del servicio, como fueron los reportes periodísticos y los testimonios de los infantes de Marina Alexander Oliver Zape Sánchez y John Jairo Chantre González, quienes también estuvieron presentes en la toma guerrillera. Puntualizó que, en el presente caso, entre la conducta del ente demandado y el daño ocasionado a los afectados medió una relación de causalidad, de manera que la administración debe responder patrimonialmente (f. 235, 266-270, c. ppl.).
CONSIDERACIONES 

I. Competencia

9. La Sala es competente para decidir el asunto por tratarse de un recurso de apelación presentado contra la sentencia proferida del Tribunal Administrativo del Chocó, en un proceso que por su cuantía
, tiene vocación de doble instancia.

II. Validez de los medios de prueba 

8. En relación con los medios probatorios obrantes en el presente asunto, cabe señalar que las pruebas documentales que hubieren sido aportadas en copias que no cumplan con las precisiones dispuestas en el artículo 254 del C.P.C., serán valoradas libremente por la Sala, conforme el criterio unificado por la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado
. 

9. Asimismo, la Sala precisa respecto a la valoración de los recortes de periódicos allegados con la demanda conforme se publicaron las noticias relacionadas con los hechos, para señalar que dicha información tomada de “El Tiempo”, “El País” y las copias simples de los recortes de prensa aportados por la parte demandante, pueden ser considerados no solamente para acreditar el registro mediático de lo ocurrido, sino para demostrar la existencia de los mismos, en tanto estos tienen conexidad con otros medios de prueba aportados y son coincidentes con ellos
.
10. Por otra parte, la Sala considera necesario valorar el proceso aportado dentro de la presente causa en el curso de la primera instancia y que fue seguido ante esta jurisdicción por la parte actora, por la muerte del ex infante Jaime García López y por las heridas sufridas por Jhon Jairo Chantre González, decidido con la sentencia de 30 de enero de 2002 proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Medellín, confirmada mediante proveído del 29 de febrero de 2012
 de esta Corporación, toda vez que se refieren a los mismos hechos por los que aquí se demanda y hacen tránsito a cosa juzgada, precedente que contribuye procesal y materialmente a la dilucidación del presente caso
.
11. Sobre la ocurrencia de los hechos se allegaron las siguientes pruebas: (i) sentencia de 30 de enero de 2002, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Medellín, confirmada mediante proveído del 29 de febrero de 2012
, en la que se condenó a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional por la muerte del ex infante de marina Jhon Jairo Chantre González en los mismos hechos ocurridos el 16 de enero de 1997, cuando la patrulla de la Armada Nacional a que pertenecían fue atacada por integrantes de las FARC en el municipio de Juradó-Choco (f. 79-101, c. 2) y (ii) oficio n.º 013 IGAR-ODEHU-375 suscrito el 5 de enero de 2000 por el Inspector General de la Armada Nacional, conforme al cual no conocían los informes rendidos por los demandantes en torno a su liberación, ni sobre registros de advertencias sobre el ataque perpetrado, si bien reconoció que estos fueron atacados en el corregimiento de Coredó, perteneciente al municipio de Juradó-Chocó el 17 de enero de 1997 (f. 123, c. 1).
12. En relación a la condición de soldados conscriptos de los demandantes Walther Adolfo Cabrera Valdés y John Jairo Caicedo Bossa se cuenta con los siguientes elementos: (i) oficio del 10 de noviembre de 1999, suscrito por el director de personal de la Armada Nacional en el que informó al Tribunal Administrativo del Chocó que los infantes de marina Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa prestaban servicio militar en esa institución para el 16 de enero de 1997. Posteriormente se produjo su retiro con el mismo grado por tiempo de servicio militar cumplido, con fecha 1 de agosto de 1997 (f. 65, c. 1); (ii) orden de la Armada Nacional de fecha 10 de abril de 1996, en la que reporta dar de alta administrativa como infantes de marina a los citados demandantes (f. 67-68, c. 1) y orden de baja administrativa por tiempo de servicio militar cumplido de los actores (f. 77-78, c. 1).
13. Sobre las relaciones de parentesco entre Walther Adolfo Cabrera Valdés y sus núcleos familiares se aportaron los siguientes documentos: registro civil del demandante principal, hijo de los señores María Erika Valdés Burbano y Juan Adolfo Cabrera (f. 18, c. 1). Del mismo modo se aportaron los registros civiles de nacimiento de los hermanos y hermanas del actor: Claudia Patricia Valdés Valdés (f. 19, c. 1), Jefferson Cabrera Valdés (f. 20, c. 1), Harold Wilson Valdés Valdés (f. 21, c. 1) y de María Eugenia Valdés Valdés (f. 22, c. 1). 
14. Y en cuanto a los vínculos filiales de Jhon Jairo Caicedo Bossa (demandante principal), se aportó el registro civil de nacimiento en donde consta que es hijo de Gloria Bossa y de Jaime Caicedo Valencia (f. 27, c. 1); también se aportaron los registros de nacimiento de los hermanos y hermana del actor: Daniel Valencia Bossa, (f. 24, c. 1), María Claudia Valencia Bossa (f. 25, c. 1) y de Jaime Caicedo Bossa, (f. 26, c. 1). Finalmente, obran en el expediente las declaraciones de los señores José Aurelio Vera Lozano y Flor Estela Valencia Montenegro, quienes dieron cuenta que el señor Humberto Gutiérrez es el padre de crianza del actor Jhon Jairo Caicedo Bossa, quienes además declararon sobre los lazos de afecto y familiaridad que los une bajo un mismo techo
.

III. Los hechos probados

15. Valorado en su conjunto el material probatorio allegado al proceso contencioso administrativo, se tienen como demostradas las siguientes circunstancias fácticas relevantes:
16. Walther Adolfo Cabrera Valdés (demandante principal), nació el 23 de agosto del año 1977 (registro civil, f. 17, c. 1). El demandante es hijo de los señores María Erika Valdés Burbano y Juan Adolfo Cabrera (registro civil, f. 18, c. 1) y conforme a los registros civiles de nacimiento es hermano de: Claudia Patricia Valdés Valdés, Jefferson Cabrera Valdés, Harold Wilson Valdés Valdés y de María Eugenia Valdés Valdés (f. 19-22, c. 1). 
17. El señor Jhon Jairo Caicedo Bossa (demandante principal), nació el 6 de marzo de 1976; es hijo de Gloria Bossa y de Jaime Caicedo Valencia (registro civil, f. 27, c. 1) y de acuerdo a los registros civiles de nacimiento es hermano de Daniel Valencia Bossa, María Claudia Valencia Bossa y de Jaime Caicedo Bossa, (f. 24-26, c. 1). Finalmente, se encuentra acreditado que el señor Humberto Gutiérrez es el padre de crianza de Jhon Jairo Caicedo Bossa.
.
18. El 16 de enero de 1997, los ex infantes de Marina Walther Adolfo Cabrera y Jhon Jairo Caicedo Bossa, fueron atacados por la ex guerrilla de las FARC cerca del caserío de Coredó-Chocó en un enfrentamiento en el que murieron 3 uniformados, 8 fueron heridos, mientras que los actores fueron detenidos en razón del conflicto (sentencia de segunda instancia del 29 de febrero de 2012, Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz, exp. 20858 f. 156, c. 1; recortes periodísticos aportados con la demanda visibles a folio 28 y 29 del cuaderno 1, del periódico “El País”, con el titular: “Devuélvannos los hijos” de fecha 11 de mayo de 1997 y del informativo “El Tiempo” de fecha 18 de enero de la misma anualidad, en donde se informó sobre la retención de los 11 soldados por las FARC el 16 de enero de aquel año, entre los que se da cuenta de los demandantes Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa.  
19. El 10 de noviembre de 1999, el director de personal de la Armada Nacional informó al Tribunal Administrativo del Chocó que los infantes de marina Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa se encontraban prestando el servicio militar en esa institución para el 16 de enero de 1997. Según el oficio, los citados fueron dados de alta con novedad fiscal 15 de febrero de 1996 y posteriormente se produjo su retiro del servicio con el mismo grado por tiempo de servicio militar cumplido, con fecha 1 de agosto de 1997. Según se trascribe (f. 65, c. 1):  

Con referencia a su oficio n.º 3221 de fecha 13 de octubre de 1999 y recibido en esta Dirección el 29 de octubre de 1999, con toda atención le informo que los infantes de Marina Walther Adolfo Cabrera Valdez y Jhon Jairo Caicedo Bossa se encontraban prestando el servicio militar en la Armada Nacional para la fecha 16 de enero de 1997.
Citados infantes de Marina fueron dados de alta con novedad fiscal 15 de febrero de 1996 y dados de baja por tiempo de servicio militar cumplido con fecha 1 de agosto de 1997.

20. El 17 de mayo de 2000, ante el Juzgado 19 Civil Municipal de Cali rindieron testimonio los infantes de marina: Alexander Óliver Zape Sánchez y John Jairo Chantre González, por comisión de despacho del Tribunal Administrativo del Chocó. Según las mentadas declaraciones (f. 197-201, c.1): 
20.1.   El ex militar Alexander Óliver Zape Sánchez, aseveró:
Se le solicita que haga un relato de los hechos que le consten en relación con la situación por la cual se le ha citado: Conozco de vista trato y comunicación a los señores Walther Adolfo Cabrera y Jhon Jairo Caicedo Bossa, fuimos trasladados al batallón de fusileros número seis en Buenaventura y allí a un puesto destacado en Juradó Chocó a cumplir misiones de contraguerrilla al cual no nos habían dado la Instrucción necesaria. Siendo conscientes y teniendo previo aviso de los habitantes de Juradó Chocó de que hacia donde nos dirigíamos nos estaban esperando más de cuatrocientos hombres del cincuenta y siete frente de las Farc y haciendo caso omiso tanto el comandante del puesto como el de la patrulla. Estando allí en el sitio donde íbamos allegar o sea en Coredó se nos notificó por medio del radio de que nos saliéramos de allí esa misma noche, pero el comandante hizo caso omiso de eso. Aproximadamente a las cinco de la mañana del 16 de enero de 1997, fuimos atacados en Coredó-Chocó, repelimos el ataque con el material defectuoso de guerra que cargábamos, una sub ametralladora M60, en mal estado, no tenía el seguro y había que amarrárselo con alambre, que tampoco sabíamos manejar, sino solo el comandante de la patrulla, un M79 Lanza Granada con granada defectuosa que solo sabía manejar el comandante de la patrulla, esa alcanzamos a utilizar y varias de las granadas no hicieron explosión, un fusil M14 por persona que también se encontraba en mal estado porque al disparar con ellos algunos se desarmaban y otros no disparaban.

PREGUNTADO: sírvase manifestar qué medidas de seguridad tomaron ustedes al llegar al Coredó. Si llegaron a un puesto militar o a uno improvisado y de ser así ¿cuáles fueron las medidas tomadas? CONTESTÓ: llegamos a un puesto improvisado, una casa abandonada que antes fue escuela no tomando las medidas necesarias de seguridad como hacer trincheras y poner puestos destacados de centinela, pasándose todo eso en alto por el pueblo encontrarse desolado con un solo habitante y cada rato nos recordaba y nos ponía sobre aviso que allí nos iban a atacar y el comandante haciendo caso omiso (f. 197-199, c. 1). 

20.2.    El infante Jhon Jairo Chantre González, sostuvo por su parte:
Se le solicita que haga un relato de los hechos que le consten en relación con la situación por la cual se le ha citado: sin parentesco con Walther Adolfo Cabrera ni Jhon Jairo Caicedo Bossa, Fui trasladado a Buenaventura donde me desempeñaba como barman del batallón de infantes. De allí fui trasladado a la ciudad de Juradó en el Chocó. De allí salió una patrulla en el mes de enero conformada por 3 sub oficiales y 18 infantes, los cuales nos dirigimos al Roto, ya que teníamos información del alcalde de Juradó que habían aproximadamente 400 guerrilleros. Yo era en esa patrulla el radio operador, saliendo del pueblo de Juradó donde estaba la base militar nos dieron un aviso de que el alcalde del pueblo había recibido una información de que había guerrilleros en el pueblo y nos dieron la orden de hacer presencia militar en ese sitio, así fue que salimos de Juradó a hacer el recorrido de los veinte días comprendido el Roto, Curiche y finalmente Juradó donde fuimos atacados, yo siendo el radio operador escuche el mensaje que en la base militar de Juradó el alcalde dio al comandante de la base y aun sabiendo que eran tantos guerrilleros despacharon la patrulla que conformábamos los tres sub oficiales y los tres infantes (negrillas agregadas). 

PREGUNTADO: sírvase manifestar al despacho ¿qué armamento, condiciones de funcionamiento y capacitación para maniobrarlo tenía la tropa el día de los hechos? CONTESTÓ: Nosotros portábamos fusil M14 que por lo viejos le llamábamos matapatos (sic), una ametralladora M-60, la cual se amarraba con un alambre porque se trababa y a veces no funcionaba, era manejada por el cabo Heredia. Nosotros no teníamos conocimiento de ese manejo. Un GML lanzagranadas el cual lo manejaba el cabo Vargas, ya que él tenía conocimiento de la forma de manejarlo. Un radio de comunicación no de largo alcance, el cual teníamos que subirnos a una torre de agua para poder comunicarnos con la base, el radio portaba una pila cada uno llevábamos cinco proveedores con 20 tiros cada uno. 50 tiros en una bolsa plástica. La mitad del fusil era de madera y el resto hierro, al recibir un fuerte impacto se partía lo que era la madera, no quedando sirviendo el fusil eso fue lo que paso el día del ataque, se desfloriparon (sic), se abrieron como abrir una naranja. La ametralladora no se pudo maniobrar por lo que se encascaró (sic) y no disparaba. El lanza granadas era utilizado por mi cabo Heredia pero él fue el primero que murió en el combate. No se pudo utilizar por no tener entrenamiento sobre su accionar. PREGUNTADO: ¿Qué medidas de seguridad tomaron al llegar a los puestos improvisados de Coredó? Ninguna. No hubo trincheras, era un pueblo y donde nos cogía la noche nos quedábamos, no había puestos destacados de vigilancia (f. 199-201, c. 1). 

21. Por los hechos relativos al ataque de las FARC ocurridos el 16 de enero de 1997 en el caserío de Coredó, municipio de Juradó-Chocó y en los que los hoy demandantes fueron detenidos en razón del conflicto, otro ex infante que resultó herido, así como la familia de uno de los fallecidos en combate, interpusieron acción de reparación directa ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Chocó, Sala de Descongestión con sede en Medellín, que el 30 de enero de 2001 profirió sentencia condenatoria (f. 79-101, c. 2).
22. Como fundamentos de la decisión arriba mencionada el Tribunal tomó en cuenta las declaraciones recaudadas dentro del proceso de otros uniformados que estuvieron presentes en el combate del 16 de enero de 1997 (f. 92-94, c. 2). En su parecer, se acreditó que la detención en razón del conflicto, las heridas causadas al demandante en aquel proceso y la muerte de otro infante había sido el resultado de las omisiones en el deber de adoptar medidas de prevención y precaución para salvaguardar la vida de sus propios agentes en cuanto a que la patrulla había sido enviada hacia una zona en la que se advirtió con anterioridad la presencia de insurgentes, aunado a que los conscriptos no tenían entrenamiento en contraguerrillas, ni armamento en buen estado para hacerles frente y que habían sido reclutados para otras labores como conductores, oficinistas, cocineros, etc., aspectos que permitían explicar los resultados trágicos ya conocidos. 
23. Al respecto señaló:

De las declaraciones rendidas por los que estuvieron presentes en el lamentable ataque guerrillero se desprende con meridiana claridad las circunstancias en que sale la patrulla a hacer presencia militar en la zona de Coredó, lugar infestado (sic) de guerrilleros, hecho conocido por las autoridades que tenían a su cargo a los infantes de marina, declaraciones que en ningún momento pueden ser desechadas por la Sala por su claridad, sinceridad en la forma en como narran los hechos y la forma como valerosamente se defendieron a pesar de no contar con las debidas seguridades para prestar el servicio.
La defensa de la entidad demandada es afirmar que no se ha probado la falla en que incurrió según la parte demandante y en consecuencia el fallecimiento y las lesiones sufridas por los accionantes deben ser consideradas como actos propios del servicio y como tal ya fue pagada la indemnización pertinente. Pero la Sala no piensa así porque si bien es cierto fueron atacados por más de doscientos guerrilleros y se presentó el desenlace fatal que dio inicio a este proceso, otra podía haber sido la suerte de los soldados que estando prestando un servicio fueron sometidos a un riesgo excepcional al que no tenían por qué estar sometidos, si bien eran soldados que estaban prestando un servicio a la patria debieron contar con los instrumentos adecuados y sus comandantes tomar las mínimas precauciones para evitar hechos como el sucedido en este caso, donde pierden la vida tres personas, son heridos ocho más y diez soldados son secuestrados por largo tiempo por parte de la subversión, a lo mejor si las lanza granadas y las ametralladoras hubieran estado en buen estado, tal vez el resultado no hubiera sido el que se presentó.
24. La anterior decisión fue confirmada en todas su partes por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, en sentencia de 29 de febrero de 2012, C.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz (f. 153-177, c. 2).

IV. Problema jurídico 

25. Compete a la Sala determinar si existe alguna acción u omisión imputable a la entidad demandada como causante del daño alegado por los demandantes, consistente en haber sido detenidos en razón del conflicto en hechos ocurridos entre el 16 de enero y el 17 de junio de 1997, tras el ataque perpetrado por parte de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC-EP., en contra de la unidad militar a la que pertenecían los demandantes, o si por el contrario, se presenta en este caso alguna causal eximente de responsabilidad.
V. Análisis de la sala 

26. Las siguientes consideraciones se presentarán conforme al siguiente orden: (I) la reparación integral en derechos humanos y el derecho internacional humanitario: historia, concepto y fundamentación; (II) análisis de imputación; (IIII) el caso concreto. Finalmente, los hechos que motivan esta sentencia serán analizados bajo el principio de integración normativa y complementariedad entre las normas que rigen la responsabilidad ante la jurisdicción contencioso administrativo,  la égida del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, en particular el Artículo III Común a los IV Convenios de Ginebra de 1949.
(I) La reparación integral en derechos humanos y el derecho internacional humanitario: historia, concepto y fundamentación.
27. La historia de la reparación integral, su incorporación a las normas de obligatorio cumplimiento a los Estados y al caso colombiano podría resumirse en cuatro momentos: (i) su tránsito entre lo político y lo jurídico en el derecho internacional de los Estados como normas a que se sometieron los Estados asociados tras la primera mundial; (ii) su aplicación en un caso entre dos Estados sometido a la jurisdicción de una corte internacional; (iii) su transmutación hacia el campo del derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario tras la segunda guerra mundial; (iv) su proceso de expansión e incorporación en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y en el derecho colombiano.
28. Desde la formación de los Estados nacionales contemporáneos y hasta el siglo XIX, la obligación de reparar de los Estados era un asunto que en el plano interno
 estaba condicionado a la existencia de leyes que definieran la responsabilidad del Estado por daños bajo la óptica del derecho civil o administrativo
. En el plano internacional, la obligación de reparar o “indemnizar”, entre Estados tuvo como origen las violaciones a las convenciones de guerra aceptadas por las partes, pero también provino de la costumbre mercantil o la lex mercatoria y dependía de la existencia tanto de relaciones diplomáticas como de tratados bilaterales celebrados entre sí; la interpretación de tales obligaciones, quedaba por consiguiente al arbitrio de tribunales privados escogidos por las partes contratantes en cada caso.
29. Entre finales del siglo XIX e inicios del XX podemos encontrar las disposiciones sobre indemnización de daños causados a los combatientes en virtud de la violación de tratados de guerra, más no el concepto de reparación, mucho menos desde una perspectiva humanista e integral de los derechos humanos
. De esta especie de normas es la “Convención relativa a las leyes y costumbres de la guerra terrestre”  de 18 de octubre de 1907 , en cuyo artículo 3, establece que:

La parte beligerante que viole las disposiciones de dicho Reglamento estará obligada a indemnización, si fuere el caso, y será responsable de todos los actos cometidos por las personas que hagan parte de su fuerza armada.

30. (i) El tránsito de la reparación entre lo político y lo jurídico en el derecho internacional como normas a que se sometieron los Estados, puede rastrearse en las cláusulas sobre indemnización de los daños ocasionados a los Estados partes al final de la Primera Guerra Mundial, contempladas en el artículo 297 del “Tratado de Versalles
. Este tratado supuso el pago de los perjuicios ocasionados por Alemania a los Países Aliados, aunque como tal, no cobró verdaderos efectos jurídicos
 sino hasta el año siguiente con la creación del Tribunal o Corte Permanente de Justicia Internacional por parte de la Sociedad de Naciones, en vigor desde 1921
. 
31. (ii) El que puede considerarse como el primer precedente internacional en que se emplearon nociones relativas a la “reparación” por parte de un órgano jurisdiccional internacional ocurrió en 1927 cuando la Corte Permanente de Justicia Internacional aplicó el concepto de “reparación adecuada”, en el “Caso de la Fábrica de Chorzow”, entre Alemania y Polonia, en virtud del cual este último no podía expropiar las empresas alemanas en ese país sin la debida reparación de los daños causados. Aquí por vez primera, el concepto de reparación tuvo su fuente en los principios internacionales de derecho aceptados por los pueblos (normas de ius cogens) y no en un pacto preexistente
.
32. Sostuvo en aquel entonces la Corte
: “Es un principio de derecho internacional que el incumplimiento de un compromiso implica la obligación de repararlo de forma adecuada. Por lo tanto, la reparación es el complemento indispensable de la falta de aplicación de una convención y no es necesario que esto se establezca en la propia convención. Las diferencias relacionadas con las reparaciones, que pueden deberse a la falta de aplicación de una convención, son, en consecuencia, diferencias relacionadas con su aplicación”. Cabe mencionar que hasta ese momento, la reparación tenía un componente pecuniario enfocado a la indemnización por daños sufridos por personas jurídicas de distintas naciones, más no así, bajo el tamiz de la reparación de a los derechos humanos como lo entendemos hoy. 
33. (iii) Tras la segunda guerra mundial el concepto de reparación afrontó el dilema entre una justicia imperfecta o la impunidad sobre los crímenes cometidos, toda vez que la tipificación y sanción de tales conductas a título individual como de lesa humanidad ocurrió después de cometidas las mismas. De ahí que la transmutación del concepto de la reparación civil o patrimonial entre Estados cuya fuente era la ley y los convenios, hacia la reparación de las personas humanas el campo del derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, con base al derecho de gentes y la dignidad humana cobró un nuevo sentido entendiéndolo como los límites a la actuación de los Estados y los combatientes durante la guerra
, y así, evitar la impunidad de crímenes atroces, con la consecuente obligación de reparar los daños ocasionados a las víctimas de un conflicto armado.
34. (iv) Terminada la Segunda Guerra Mundial, el concepto de reparación sufre un proceso de significativa expansión, codificación, universalización y localización de sus preceptos mediante la celebración de tratados universales y regionales de derechos humanos, así como la constitución de Tribunales Internacionales de Derechos Humanos
 y la Creación de la Corte Penal Internacional
. En nuestra región, esta ampliación de los horizontes de aplicación de las nociones de reparación surgen con la creación del Sistema Interamericano de Derechos Humanos a través de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos
 del cual forman parte la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH)
.

35. Desde su sentencia hito, el caso Velásquez Rodríguez vs Honduras
, la Corte Interamericana empleó el término “adecuada reparación” con base a sus funciones como Tribunal de Derechos Humanos que juzga responsabilidad estatal por violación a los derechos y garantías humanas protegidas por la Convención Americana, al tiempo que estableció la reparación a que son acreedores los titulares de la misma:

En efecto, la protección internacional de los derechos humanos no debe confundirse con la justicia penal. Los Estados no comparecen ante la Corte como sujetos de acción penal. El Derecho internacional de los derechos humanos no tiene por objeto imponer penas a las personas culpables de sus violaciones, sino amparar a las víctimas y disponer la reparación de los daños que les hayan sido causados por los Estados responsables de tales acciones (…) El Estado está en el deber jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada reparación (…) (negrillas agregadas).

36. Desde entonces, en las providencias de la CIDH se ha reiterado la obligación que tienen los Estados de reparar los daños y las violaciones a los derechos humanos y el derecho internacional humanitario mutando progresivamente el concepto de reparación adecuada en el ámbito mercantil del caso Chorzow precitado
, hacia el de “adecuada reparación” de las víctimas de violaciones de los derechos humanos
 protegidos por la Convención Americana; pasando por la reparación integral, aspecto sobre el cual ahondaremos seguidamente.
37. En los 16 casos que a la fecha de esta sentencia ha fallado la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre Colombia, se han consolidado una serie de pautas interpretativas y de aplicación de estándares de reparación integral de las violaciones de derechos humanos, pudiendo destacarse las siguientes medidas que desde entonces se han adoptado:
38. Medidas de reparación indemnizatorias con base al principio internacional de la obligación de reparar de los Estados y fundamentadas en el artículo 63.1 de la C.A.D.H. y el caso de la Fábrica de Chorzow (Caso Caballero Delgado y Santana Vs. Colombia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de enero de 1997. Serie C No. 31. Párrafo 15).
39. Presunción probatoria de la afectación por perjuicio moral con base a los vínculos de parentesco con fines de reparación indemnizatoria e interpretación del concepto de reparación integral como derecho de gentes (Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 noviembre de 2002. Serie C No. 96. Párrafos 37 y 55).
40. Reparación integral en alusión al daño inmaterial mediante compensación de dos maneras: como indemnización pecuniaria y como actos u obras de repercusión simbólica; y obligación de reparar adecuadamente como principio de derecho internacional (Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie C No. 109. Párr. 219 y 244; Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie C No. 132. Párr. 61, 82 y 219; Corte IDH. Caso Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140. párr. 206; Caso Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148. párr. 339 y 383). 
41. Reparación integral como medidas que van más allá de la indemnización monetaria, exigiendo también medidas de rehabilitación (becas educativas), satisfacción y garantías de no repetición (instalación de placas conmemorativas en el lugar de trabajo de la víctima y la publicación de la sentencia en televisión institucional del Estado) (Caso Masacre de La Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163. párr. 277-280). 
42. Reparación integral incorporando medidas de restitución consistentes en garantizar el retorno de las víctimas de la vulneración de sus derechos a Colombia salvaguardando su integridad plena; rehabilitación en salud física y psicosocial, incluyendo asumir por el Estado tratamientos y medicinas de ser necesario a las víctimas; y otras medidas de satisfacción que implicaron la publicación de la sentencia condenatoria y medidas de no repetición como la orden de capacitar a las fuerzas armadas sobre el papel que cumplen los y las periodistas en una democracia (Caso Vélez Restrepo y familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 248. párr. 259, 267, 271-272, 274-275).
43. Hoy por hoy, la reparación integral forma parte de aquel conjunto de principios y normas que integran el corpus iuris del derecho internacional de los derechos humanos, del derecho internacional humanitario y del denominado derecho de gentes
, siendo disposiciones de obligatoria observancia por los Estados y sus autoridades. De ahí que las Naciones Unidas haya aprobado poco más de una década, los “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones
”. La sección IX de estas directrices está dedicada a la reparación de los daños sufridos en cuyos principios 19 a 23 contiene los siguientes derechos y garantías no excluyentes entre sí a que se comprometen los Estados, según se describe: 

19. La restitución, siempre que sea posible, ha de devolver a la víctima a la situación anterior a la violación manifiesta de las normas internacionales de derechos humanos o la violación grave del derecho internacional humanitario. La restitución comprende, según corresponda, el restablecimiento de la libertad, el disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes.

20. La indemnización ha de concederse, de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso, por todos los perjuicios económicamente evaluables que sean consecuencia de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o de violaciones graves del derecho internacional humanitario, tales como los siguientes:

a) El daño físico o mental;
b) La pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y prestaciones sociales;
c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante;
d) Los perjuicios morales;

e) Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios médicos y servicios psicológicos y sociales.

21. La rehabilitación ha de incluir la atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos y sociales.

22. La satisfacción ha de incluir, cuando sea pertinente y procedente, la totalidad o parte de las medidas siguientes:

a) Medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones;

b) La verificación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad, en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones;

c) La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad;

d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella;

e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades;

f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las violaciones;

g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas;

h) La inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, así como en el material didáctico a todos los niveles.

23. Las garantías de no repetición han de incluir, según proceda, la totalidad o parte de las medidas siguientes, que también contribuirán a la prevención:

a) El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad;

b) La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a las normas internacionales relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad;

c) El fortalecimiento de la independencia del poder judicial;

d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de los derechos humanos;

e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad;

f) La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, en particular las normas internacionales, por los funcionarios públicos, inclusive el personal de las fuerzas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los medios de información, el personal de servicios médicos, psicológicos, sociales y de las fuerzas armadas, además del personal de empresas comerciales;

g) La promoción de mecanismos destinados a prevenir, vigilar y resolver los conflictos sociales;

h) La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario o las permitan.

(III) Análisis de imputación
44. En cuanto a la imputabilidad de los daños causados a los miembros de la fuerza pública en ejercicio de sus funciones, es pertinente poner de presente que la cláusula general de responsabilidad de que trata el artículo 90 constitucional no privilegia ningún tipo de responsabilidad, razón por la que corresponde al juez establecer, de acuerdo con las circunstancias particulares, la argumentación que sirve de fundamento a la responsabilidad en cada caso concreto
.
45. Ahora, tradicionalmente la jurisprudencia del Consejo de Estado ha distinguido entre el régimen de los conscriptos y el que resulta aplicable a quienes se vinculan voluntariamente al servicio
. Esto es así, porque en el primer caso, la prestación del servicio es impuesta a los ciudadanos por el ordenamiento jurídico
, mientras que en el segundo la persona ingresa al servicio por iniciativa propia, lo cual implica que asume los riesgos inherentes al desempeño de la carrera militar o policial.
46. Así, tratándose de las personas cuya voluntad se ve compelida por el imperium, al someterlos obligatoriamente a la prestación del servicio militar, resulta claro que el Estado compromete su responsabilidad por los daños que padezcan los conscriptos y que no deben soportar con ocasión de la prestación del servicio que se les impuso..
47. En el caso de las personas que ingresan voluntariamente a la prestación del servicio, el daño se asume como un riesgo propio de la actividad militar o policial, siempre que haya sido causado durante y con ocasión del mismo, de manera que no cabe imputar responsabilidad al Estado por ello. No obstante, si el daño se produce por la exposición del agente estatal a un riesgo superior al normal que involucra el servicio,  el Estado comprometerá su responsabilidad
. 
48. Ahora bien, sea que se vinculen voluntariamente o en calidad de conscriptos o soldados regulares, los miembros de la fuerza pública son titulares de un conjunto de derechos que deben ser protegidos por el Estado a través del diseño e implementación de medidas de prevención o anticipación del riesgo en el desarrollo de cualquier tipo de actividad, pero especialmente de aquellas que tienen lugar en escenarios de confrontación armada a fin de reforzar su seguridad, acorde con los peligros asociados al ejercicio legítimo de la fuerza del Estado.
49. Desde luego que en cumplimiento de este deber de prevención el Estado no está obligado a evitar cualquier atentado contra los servidores que, a nombre suyo, ejercen la fuerza pública pues tal obligación superaría los límites de lo razonable. Su obligación consiste en adoptar medidas oportunas y eficaces para proteger su vida y su integridad personal y para evitar que los riesgos conocidos se concreten.
50. De ahí que el Consejo de Estado haya declarado la responsabilidad patrimonial de la administración por daños causados a miembros de la fuerza pública como consecuencia de acciones de la guerrilla que son razonablemente prevenibles
 o que son el resultado de falencias estructurales en el desarrollo y planeamiento de las actividades militares
. En estos eventos, la imputación se hace con fundamento en los deberes que le asisten al Estado de proteger a todas las personas, en sus derechos, bienes, demás intereses y de procurar, en la medida de lo posible, por su reparación cuando resultan afectados, porque el daño se hubiera podido evitar y, en todo caso, dado que las víctimas tenían que haber sido advertidas, instruidas, protegidas y no expuestas a riesgos que no deben asumir en la ejecución de las tareas y misiones operacionales propias del servicio.
51. En cuanto a la imputabilidad del daño a la parte demandada, la Sala encuentra demostrado el daño consistente en haber sido tomados como detenidos en razón del conflicto los ex infantes de marina Jhon Jairo Caicedo Bossa y Walther Adolfo Cabrera Valdés, quienes prestaban el servicio militar obligatorio en la Armada Nacional y que pertenecieron al grupo atacado el 16 de enero de 1997, por aproximadamente 300 integrantes del frente 57 de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-FARC-EP, en circunstancias que apuntan a una omisión de las medidas de seguridad, prevención y precaución ante operaciones de alto riesgo, como se analizará seguidamente. 
(IV) El caso concreto
52. La Sala no comparte la conclusión de la sentencia de 15 de Mayo de 2001 del Tribunal Administrativo del Chocó, Sala Segunda de Descongestión con Sede en Medellín, conforme con la cual el hecho dañoso fue producido exclusivamente por un tercero, aspecto que interrumpía el nexo causal entre daño e imputación. Al respecto, se estima necesario precisar los deberes que están a cargo del Estado y las omisiones, teniendo en consideración las circunstancias que rodearon la producción del daño que se reclama, su mayor o menor posibilidad de ocurrencia y los medios de que disponían las autoridades para contrarrestarlo
.
53. A juicio de la Sala, el hecho de un tercero no opera en este caso como eximente de responsabilidad, porque las omisiones en que incurrió la entidad demandada al deber de corregir las deficiencias detectadas en la patrulla y el armamento vetusto, así como los avisos que se dieron por parte del Alcalde de Curadó y la comunidad a los infantes para que no se dirigieran hacia una emboscada segura, ameritan que le sea imputada la responsabilidad por los daños padecidos por los actores.  En efecto, conforme con los elementos probatorios allegados al expediente, para la Sala es dable concluir una alta probabilidad de que si el Estado hubiera empleado diligentemente los medios a su alcance se hubiera podido evitar la exposición de los soldados conscriptos a los inminentes peligros de quedar a merced de la guerrilla, como en efecto ocurrió, en tanto se acreditó suficientemente que el ataque fue previsible y evitable. 
54. Se destaca en este punto que, si bien el tribunal a quo requirió al comando general de las fuerzas militares para que allegaran fotocopia auténtica de los informes o radiogramas por medio de los cuales se informó sobre la toma guerrillera a la patrulla que se encontraba en el puesto militar improvisado en el caserío conocido como Coredó al sur del Municipio de Juradó, departamento del Chocó (auto de 20 de octubre de 1999, f. 142, c. 1; 13 de octubre de 1999, f. 52, c. 1; 26 de octubre de 1999, f. 121, c. 1), no fue posible obtener la colaboración de esa entidad con la administración de justicia para que atendiera los reiterados requerimientos y esclarecer los hechos demandados.
55. Empero, dicha circunstancia fue conjurada por otros medios. Dentro del proceso fueron aportadas las declaraciones de quienes participaron en los hechos, como fueron los testimonios de: Alexander Oliver Zape Sánchez y John Jairo Chantre González (supra, párr. 20.1 y 20.2). En los relatos, se hizo hincapié sobre el estado de deterioro del armamento y la munición con que contaban los uniformados para rechazar el ataque, el cual era insuficiente. Se demostró, además, que algunos elementos estaban en mal estado, como el radio de comunicaciones, que para usarlo debían buscar un sitio alto y las pilas no servían; las granadas, que al arrojarlas no explotaban y algunas armas que se desarmaban o no disparaban al usarlas, aspectos que denotan la falta de preparación y apoyo a que fueron expuestos los demandantes. 
56. Prosiguiendo con las declaraciones, se indicó que las autoridades a cargo del grupo de infantes (los comandantes de puesto y de patrulla) fueron oportunamente alertados de la presencia guerrillera en el área y estando en el sitio, el comandante fue advertido mediante comunicación por radio cuando llegaron a Coredó y no obstante, los superiores no retiraron del lugar a los subordinados sino que les ordenaron proseguir con la misión, en vano sabían lo que podía sucederles y el resultado fue librado prácticamente al azar, con las nefastas consecuencias ya conocidas (supra, párr. 20.1 y 20.2). 
57. El hecho de que los actores hayan sido enviados sin la suficiente preparación técnico-militar y a expensas de enfrentar un combatiente del que habían sido previamente informados que los superaba en número y por contera en armas, no era una obligación que como soldados conscriptos, estuvieran en la obligación de soportar y, por tanto, compromete la responsabilidad del Estado, en los términos del artículo 90 constitucional. 
VI. Liquidación de perjuicios 

58. Procederá la Sala a fijar el monto de los perjuicios con fundamento en las pretensiones formuladas en la demanda, y en las pruebas obrantes dentro del proceso.

59. Por concepto del daño emergente alegado en razón del tratamiento médico que debió recibir Walther Adolfo Cabrera Valdés “…a fin de mejorar su visión que se vio disminuida como consecuencia del trauma sufrido en el ataque guerrillero de que da cuenta este libelo, y los tratamientos psicológicos que deba seguir”, no fue posible acreditarlo dentro del proceso, pues a pesar de que fue solicitado en primera instancia (f. 210-211, c. 1), el Instituto Nacional de Medicina Legal en su momento afirmó no contar con el perito para esta clase de lesiones y en tanto en la demanda no se expresó la ocurrencia de un perjuicio permanente. En todo caso, las lesiones invocadas por el actor deberán ser consideradas dentro de las medidas de rehabilitación que se dispondrán en esta sentencia. 
60. Frente a los perjuicios morales derivados del menoscabo de su libertad, aspectos que fueron probados y en consecuencia, para efectos de la liquidación de perjuicios, la Sala determinará los correspondientes montos resarcitorios en forma separada para cada actor y sus familias.

61. En el escrito de la demanda se solicitó el reconocimiento y pago de perjuicios morales, la suma de dos mil gramos oro (2000) a cada una de las personas relacionadas como victimas dentro del proceso de la referencia. Para establecer el monto de la indemnización se tendrá en cuenta la pauta trazada a partir de la Sentencia del 6 de septiembre de 2001, expedientes n.º 13.232 y 15.646, en las que se fijaron dichos conceptos en salarios mínimos mensuales vigentes como pautas de resarcimiento del perjuicio de orden moral, dejando a un lado la tasación que hasta la fecha se efectuaba con base en el valor del gramo de oro, con miras a dar cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 16 de la Ley 446 de 1998 y 178 del Código Contencioso Administrativo, que ordenan la reparación integral y equitativa del daño.    
62. En lo que tiene que ver con los perjuicios morales cuya indemnización es procedente la Sala fijará en salarios mínimos la indemnización de perjuicios de orden moral a favor de los peticionarios
, en aplicación de la facultad discrecional que le asiste frente a estos casos
, la cual está regida por los siguientes parámetros: a) la indemnización del perjuicio se hace a título de compensación, pues “… la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia…”
, mas no de restitución ni de reparación; b) la tasación debe realizarse con aplicación del principio de equidad previsto en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998; c) la determinación del monto debe estar sustentada en los medios probatorios que obran en el proceso y que están relacionados con las características del perjuicio; y d) debe estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias para efectos de garantizar el principio de igualdad
. 
63. Al respecto, se tiene que por los mismos hechos que aquí se discuten, se profirió sentencia condenatoria en contra de la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional, para lo cual se traerán a colación dichas decisiones para efectos de tomarlas como baremo de referencia que permita guiar la presente sentencia, en lo que resulte semejante con el caso examinado en esta oportunidad. 
64. Así las cosas, en la sentencia de 29 de febrero de 2012, expediente n.º 20858, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz, se dispuso indemnizar por perjuicios morales derivados de una lesión sufrida durante el ataque, el equivalente a 40, 20 y 10 SMLMV en favor de la víctima directa, sus padres y hermanos respectivamente, así (f. 321-343, c. 1):

Primero. Modificar la sentencia proferida por la Sección Tercera del Tribunal Administrativo de Descongestión con sede en Chocó, el 30 de enero de 2001, que declaró administrativamente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Armada Nacional por la muerte de Jaime García Vélez y la lesión sufrida por John Jairo Chantré González, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
Segundo. Declarar probada la falta de legitimación por activa, respecto de las señoras Jenny García Vélez y María Odilia Clavijo.
Tercero. Condenar a la Nación-Ministerio de Defensa-Armada Nacional, a cancelar a los señores Jaime García Clavijo y Gloria María Vélez el equivalente a 80 SMMLV para cada uno, por concepto de perjuicios morales, de acuerdo con lo expuesto en las consideraciones.
Cuarto. Condenar a la Nación-Ministerio de Defensa-Armada Nacional a cancelar a John Jairo Chantré González el equivalente a 40 SMMLV para cada uno y a Jorge Armando, Leydy Viviana, José Leonardo y Sonnia Chantré González, 10 SMMLV, para cada uno, por concepto de perjuicios morales, de acuerdo con lo expuesto en las consideraciones.
Quinto. Negar las demás pretensiones de la demanda, según lo consignado en la parte motiva de esta decisión.
65. Dicho lo anterior considera la Sala que en el proceso de la referencia, le es aplicable una condena semejante, más no igual (entre otras razones, por tratarse de daños distintos), por daño moral en atención a las operaciones militares a las que se expuso irregularmente a los demandantes Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa, quienes por esos hechos fueron detenidos en razón del conflicto el 16 de enero de 1997. El incremento en los montos aquí fijados variarán respecto del precedente ya conocido en el libelo por razón de la aplicación de los criterios establecidos en la sentencia de 28 de agosto de 2014
 por medio de la cual se unificaron los perjuicios morales en diversos aspectos y se dispuso la indemnización por afectación a derechos y bienes constitucional y convencionalmente protegidos, consideración que se adoptará teniendo en cuenta un enfoque reparador y transformador de las graves violaciones a los derechos humanos y el derecho internacional humanitario. 
66. En virtud de lo anterior y teniendo en cuenta los criterios mencionados para esta clase de eventos, se condenará a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejército Nacional a pagar por concepto de perjuicios morales a favor de los demandantes las siguientes sumas de dinero. El valor del salario mínimo legal mensual a indemnizar será el vigente a la fecha de ejecutoria de esta providencia:

	PRIMER GRUPO FAMILIAR

	Walther Adolfo Cabrera Valdés
	Víctima principal
	60 S.M.L.M.V.

	Juan Adolfo Cabrera  
	Padre 
	40 S.M.L.M.V.

	María Erika Valdés
	Madre 
	40 S.M.L.M.V.

	Jefferson Cabrera Valdés 
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.

	Claudia Patricia Valdés.
	Hermana 
	20 S.M.L.M.V.

	María Eugenia Valdés V. 
	Hermana 
	20 S.M.L.M.V.

	Harold Wilson Valdés V.
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.


	SEGUNDO GRUPO FAMILIAR

	Jhon Jairo Caicedo Bossa
	Víctima principal 
	60 S.M.L.M.V.

	Gloria Bossa 
	Madre 
	40 S.M.L.M.V.

	Humberto Gutiérrez 
	Padre de crianza 
	40 S.M.L.M.V.

	María Claudia Valencia 
	Hermana 
	20 S.M.L.M.V.

	Daniel Valencia Bossa 
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.

	Jaime Caicedo 
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.


67. Medidas de reparación integral: atendiendo a los criterios relativos a la reparación integral mencionados, la entidad condenada: la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, con cargo a su presupuesto, deberá sufragar las siguientes medidas de reparación integral en favor de las víctimas reconocidas en esta sentencia:

68. Medidas de rehabilitación: la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, con cargo a su presupuesto, deberá sufragar la rehabilitación en salud física y psicosocial que sea requerida por los demandantes principales Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa, según valoración que sobre su estado anímico y orgánico dictamine el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, la Entidad Promotora de Salud a que se encuentren afiliados, o la entidad que haga sus veces y que obedezca a las secuelas que pudiere dejar en los mencionados los hechos del 16 de enero de 1997, consultando, en todo caso el consentimiento de las víctimas.
69. Medidas de satisfacción: consultando previamente el deseo de las víctimas de los hechos dañosos y el principio de consenso con las mismas, la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, deberá con cargo a su presupuesto sufragar un aviso publicado en un diario nacional de amplia circulación, que será fijado en un domingo que no podrá ser superior seis meses (6) contados desde la ejecutoria de esta providencia  y cuyo contenido mínimo será el siguiente: (i) corporación judicial que emite la orden, indicando número del proceso, actores demandantes y entidad condenada; (ii) breve resumen de los hechos que dieron origen a los daños causados; (iii) reproducción de la parte resolutiva de esta providencia; (iv) el ofrecimiento de disculpas por parte del comandante general de la Armada colombiana a las víctimas y sus familiares. En los mismos términos antes referidos, en caso de querer los beneficiarios de esta sentencia un acto oficial de reconocimiento de responsabilidad y ofrecimiento de perdón, la entidad demandada realizar un evento público o privado, que puede ser comunicado por las víctimas directamente a la Armada Nacional dentro de los seis (6) meses posteriores a la ejecutoria de la sentencia.
70. Garantías de no repetición: fortalecimiento preventivo de las Fuerzas Armadas de Colombia: la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, con cargo a su presupuesto, deberá incluir en sus programas de formación y manuales operativos lo relativo a los deberes de evaluación previa de los niveles de peligro y/o amenaza a que se expondrán los uniformados,  la eficacia de los principios de precaución, prevención, humanidad y el deber de proteger la vida de sus propios agentes, para consecuencialmente adoptar las medidas de seguridad y de equipamiento necesarios para minimizar las posibles consecuencias no deseadas de un combate y, en todo caso, garantizar que hechos como los ocurridos en el caso bajo exámine nunca vuelvan a suceder. 
VII. Costas

71. El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente caso la Sala no observa comportamiento temerario en las actuaciones procesales de los intervinientes dentro del presente trámite, razón por la cual no se condenará en costas.
En mérito de lo expuesto, la Sección Tercera –Subsección “B”- de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley.
FALLA

REVÓCAR la sentencia de 15 de mayo de 2001, por la cual el Tribunal Administrativo del Chocó, Sala Segunda de Descongestión con Sede en Medellín, que negó las suplicas de la demanda, y en su lugar se dispone:

PRIMERO: DECLÁRASE administrativa y patrimonialmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional de los daños padecidos por los demandantes con ocasión de la privación de la libertad que padecieron los ex infantes de marina, Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo, ocurrida el 16 de enero de 1997 en el sitio conocido como Coredó, jurisdicción del municipio de Juradó, Chocó.

SEGUNDO: CONDÉNASE a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional a pagar a favor de los demandantes, a título de indemnización de perjuicios morales, las siguientes sumas de dinero:

	PRIMER GRUPO FAMILIAR

	Walther Adolfo Cabrera Valdés
	Víctima principal
	60 S.M.L.M.V.

	Juan Adolfo Cabrera  
	Padre 
	40 S.M.L.M.V.

	María Erika Valdés
	Madre 
	40 S.M.L.M.V.

	Jefferson Cabrera Valdés 
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.

	Claudia Patricia Valdés.
	Hermana 
	20 S.M.L.M.V.

	María Eugenia Valdés V. 
	Hermana 
	20 S.M.L.M.V.

	Harold Wilson Valdés V.
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.


	SEGUNDO GRUPO FAMILIAR

	Jhon Jairo Caicedo 
	Víctima principal 
	60 S.M.L.M.V.

	Gloria Bossa 
	Madre 
	40 S.M.L.M.V.

	Humberto Gutiérrez 
	Padre de crianza 
	40 S.M.L.M.V.

	María Claudia Valencia 
	Hermana 
	20 S.M.L.M.V.

	Daniel Valencia Bossa 
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.

	Jaime Caicedo 
	Hermano 
	20 S.M.L.M.V.


TERCERO: MEDIDAS DE REPARACIÓN INTEGRAL CONDÉNESE a la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-, a sufragar las siguientes medidas de reparación integral y transformadora, con base a las consideraciones antes expuestas:

Medidas de reparación integral: atendiendo a los criterios relativos a la reparación integral mencionados, la entidad condenada: la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, con cargo a su presupuesto, deberá sufragar las siguientes medidas de reparación integral en favor de las víctimas reconocidas en esta sentencia:

Medidas de rehabilitación: la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, con cargo a su presupuesto, deberá sufragar la rehabilitación en salud física y psicosocial que sea requerida por los demandantes principales Walther Adolfo Cabrera Valdés y Jhon Jairo Caicedo Bossa, según valoración que sobre su estado anímico y orgánico dictamine el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, la Entidad Promotora de Salud a que se encuentren afiliados, o la entidad que haga sus veces y que obedezca a las secuelas que pudiere dejar en los mencionados los hechos del 16 de enero de 1997. En el evento de que alguno (a) de las familiares que figuran como demandantes requiera atención psicosocial relacionada con los traumas posiblemente padecidos con ocasión de los hechos victimizantes les será extendida la presente orden sin que les sea requerida otra condición distinta a su manifestación por escrito a la condenada dentro del primer año posterior a la ejecutoria de esta sentencia.

Medidas de satisfacción: consultando previamente el deseo de las víctimas y el principio de consenso con las mismas, la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Armada Nacional, deberá con cargo a su presupuesto sufragar un aviso publicado en un diario nacional de amplia circulación, que será fijado en un domingo que no podrá ser ulterior a seis meses (6) contados desde la ejecutoria de esta providencia  y cuyo contenido mínimo será el siguiente: (i) corporación judicial que emite la orden, número del proceso, demandantes y entidad condenada; (ii) breve resumen de los hechos que dieron origen a los daños causados; (iii) reproducción de la parte resolutiva de esta providencia; (iv) el ofrecimiento de disculpas por parte del comandante general de la Armada colombiana a las víctimas y sus familiares. En los mismos términos antes referidos, en caso de querer los beneficiarios de esta sentencia un acto oficial de reconocimiento de responsabilidad y ofrecimiento de perdón, la entidad demandada sufragará la realización de un evento público o privado en el lugar que será escogido en consuno por las víctimas y podrá ser comunicado por estas directamente al Ministerio de Defensa Nacional dentro de los seis (6) meses posteriores a la ejecutoria de la sentencia.

Garantías de no repetición: fortalecimiento preventivo de las Fuerzas Armadas de Colombia: la Nación-Ministerio de Defensa Nacional, con cargo a su presupuesto, deberá incluir en sus programas de formación y manuales operativos lo relativo a los deberes de evaluación previa de los niveles de peligro y/o amenaza a que se expondrán los uniformados,  la eficacia de los principios de precaución, prevención, humanidad y el deber de proteger la vida de sus propios agentes, para consecuencialmente adoptar las medidas de seguridad y de equipamiento necesarios para minimizar las posibles consecuencias no deseadas de un combate y, en todo caso, garantizar que hechos como los ocurridos en el caso bajo examine nunca vuelvan a suceder. La entidad demandada informará al a quo sobre el cumplimiento de las medidas aquí adoptadas de reparación integral.
CUARTO: Sin condena en costas.
QUINTO: Por secretaría EXPÍDANSE copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, las cuales se entregarán a quien acredite estar actuando como apoderado judicial dentro del proceso.

SEXTO. Por secretaría EXPÍDANSE copias con destino a la Jurisdicción Especial para la Paz, para lo de su cargo.

SÉPTIMO. Ejecutoriada la presente sentencia, DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta de la Sala 
Magistrada (E)

RAMIRO PAZOS GUERRERO
Magistrado
� Denominación adoptada por el Comité Internacional Humanitario cuando son miembros de una de las partes y el de rehén (según el Artículo 5 del Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra de 1949), habida cuenta que en el DIH no existe el término secuestrado, razón por la que será empleada en esta providencia; Ver: � HYPERLINK "https://www.icrc.org/es/document/terminos-para-entender-mejor-el-derecho-internacional-humanitario-dih-en-colombia" �https://www.icrc.org/es/document/terminos-para-entender-mejor-el-derecho-internacional-humanitario-dih-en-colombia�. 


� La Sala encuentra que el presente asunto es de doble instancia ante esta Corporación, comoquiera que su cuantía establecida por la mayor de las pretensiones de la demanda -perjuicios morales- (f. 13, c. 1), una vez hecha la conversión de 16000 gramos oro a pesos de la fecha de la presentación de la demanda (13 de enero de 1999), asciende a la suma de $230 000 000, la cual resulta superior a los 500 s.m.m.l.v. exigidos por el artículo 132 del Código Contencioso Administrativo para los procesos iniciados en ejercicio de la acción de reparación directa en el año 1999, esto es, a la suma de $118 230 000. En este punto, se aplica la modificación introducida por el artículo 40 de la Ley 446 de 1998 al artículo referenciado del C.C.A. 


� Consejo de Estado, Sala Plena de Sección Tercera, sentencia del 28 de agosto de 2013, exp. 05001-23-31-000-1996-00659-01(25022), actor: Rubén Darío Silva Alzate y otros, C.P. Enrique Gil Botero.


� Para ver precedentes sobre el particular: Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 29 de mayo de 2012, exp. 11001-03-15-000-2011-01378-00(PI), C.P. Susana Buitrago Valencia.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz, radicación n.º 27001-23-31-000-1999-00684-01 (20858).


� Revisado el sistema de consulta de procesos de la Rama Judicial, jurisdicción contenciosa administrativa, se buscaron los nombres de los demás infantes retenidos para efectos de contrastación de precedentes y/o posible acumulación de procesos sin que los señores: Otoniel Ochoa Manises; Edward Chamorro Mosquera; Alexander Zape Fantes; Víctor Gómez Tamayo; Rolando L Delgado; Jhon Dolmar Cárdenas Caviedes; Washinton Campaz Rebolledo y Wilmar Cortés Siniestra, figuraran como demandantes en algún proceso.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz, radicación n.º 27001-23-31-000-1999-00684-01 (20858).


� Conforme a las declaraciones juramentadas rendidas el 2 y el 3 de febrero de 2000 ante el Juzgado Diecinueve Civil Municipal de Cali por José Aurelio Vera Lozano (f. 180, c. 1) y Flor Estella Valencia Montenegro (f. 183, c. 1), quienes referenciaron al señor Humberto Gutiérrez como el padrastro de Jhon Jairo Caicedo Bossa aludiendo a sus relaciones afectivas y familiares.


� Conforme a las declaraciones juramentadas rendidas el 2 de febrero de 2000 ante el Juzgado Diecinueve Civil Municipal de Cali por José Aurelio Vera Lozano (f. 180, c. 1) y Flor Estella Valencia Montenegro (f. 183, c. 1), quienes referenciaron al señor Humberto Gutiérrez como el padrastro de Jhon Jairo Caicedo Bossa aludiendo a sus relaciones afectivas y familiares.
























































�Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21.515, C.P. Hernán Andrade Rincón. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 7 de abril de 2011, exp. 20.333, y de 28 de julio de 2011, exp. 19.866, ambas con ponencia de Danilo Rojas Betancourth.  


� El artículo 216 de la Constitución Política establece que “[t]odos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones públicas”.  En similar sentido, el artículo 3 de la Ley 48 de 1993 dispone que “[t]odos los colombianos están obligados a tomar las armas cuando las necesidades públicas lo exijan, para defender la independencia nacional y las instituciones públicas, con las prerrogativas y las exenciones que establece la presente Ley”.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 28 de abril de 2010, exp. 18.111, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, y del 3 de mayo de 2007, exp. 16.200, C.P. Ramiro Saavedra Becerra.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 25 de mayo de 2011, exp. 15838, 18075, 25212 (acumulados), C.P. Jaime Orlando Santofimio.  La Corporación analizó las demandas interpuestas por varios ciudadanos por los hechos ocurridos en la base militar de Las Delicias el 30 de agosto de 1996, cuando perdieron la vida varios soldados, otros tantos resultaron heridos y algunos más fueron secuestrados a consecuencia de un ataque de la guerrilla. En esta ocasión se consideró que el Estado había faltado a su deber de protección debido a que no se tomaron medidas efectivas para prevenir el ataque pese a que la base estaba objetivamente expuesta a soportarlo en virtud en su ubicación geográfica y de las deficiencias que presentaba en materia de seguridad. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias de 29 de agosto de 2014, exp. 31190, C.P. Ramiro Pazos Guerrero y de 26 de junio del 2014, exp. 24736, C.P. Danilo Rojas Betancourth. En estas sentencias atribuyó responsabilidad al Estado por la muerte de dos militares, ocurridas durante un ataque guerrillero el 3 de marzo de 1998 en la vereda El Billar del municipio de Cartagena del Chairá (Caquetá), en la medida en que se demostró que el Ejército Nacional infringió la obligación de proteger la vida, la seguridad e integridad física de los uniformados, al conformar una brigada móvil de manera improvisada, precaria y sin los suficientes equipos militares y material de guerra para el cumplimiento de su misión. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 15 de febrero de 1996, exp. 9.940, C.P. Jesús María Carrillo. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación No. 66001-23-31-000-1996-3160-01(13232-15646), Belén González y otros – William Alberto González y otra, demandado: Nación – Ministerio de Transporte – Instituto Nacional de Vías –INVÍAS-.


� Dicha facultad discrecional debe ser ejercida de acuerdo con los lineamientos de la jurisprudencia de la Sala, los cuales “… descartan toda fórmula mecánica o matemática y antes ilustran que esa decisión debe considerar las circunstancias que rodean los hechos y enmarcarse por los principios de razonabilidad…” (sentencia del 16 de junio de 1994, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, radicación n.° 7 445, actor: María Luisa Perdomo Lozada). Igualmente pude verse, entre otras, la sentencia del 11 de febrero de 2009, C.P. Myriam Guerrero de Escobar, radicación n.° 54001-23-31-000-1993-08025-01(N.I. 14726), actor: Domingo Antonio Bermúdez, decisión que constituye uno de los muchos ejemplos de aplicación de la facultad discrecional en la tasación de perjuicios inmateriales.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 13232.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de marzo de 2007, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.° 16205.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.





